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			Introducción Chile en la encrucijada

			Kathya Araujo1

			Este libro es fruto del esfuerzo colectivo de veintiún investigadores e investigadoras del Centro Núcleo Milenio Autoridad y Asimetrías de Poder (NUMAAP). Ha sido realizado con el afán de aportar a la comprensión de los acontecimientos que desde el mes de octubre de 2019 se desarrollan en la sociedad chilena. Estos tuvieron como detonante el gesto de un grupo de estudiantes secundarios saltando las barreras del metro, llamando a evadir el pasaje en protesta por el alza del transporte público. Ello dio lugar a un conjunto heterogéneo de demandas, protestas, enfrentamientos, movilizaciones y violencias que en estas semanas han solido ser agrupadas bajo denominaciones tan diversas como estallido social, revuelta o crisis social. Para el cierre de este manuscrito, a siete semanas de su inicio, estos acontecimientos continuaban. 

			Las contribuciones reunidas responden a dos lógicas reflexivas y temporales distintas, y han sido organizadas en consecuencia en el libro. La primera parte, Tramas y tensiones, reúne un conjunto de textos que abordan las razones estructurales, de más o menos larga duración, que ofrecen inteligibilidad a los sucesos acontecidos. Sin pretender exhaustividad, esta sección propone un recorrido por muy distintos ámbitos sociales. Se alternan interpretaciones de conjunto sobre los grandes cambios en la sociedad chilena con análisis más focalizados sobre ciertos dominios como el trabajo, el endeudamiento, la vivienda, el espacio público, la policía, la escuela o las pensiones. Capítulo tras capítulo se esboza la imagen de un país cuyas experiencias no son reductibles simplemente al malestar. Las dinámicas analizadas muestran una gran diversidad de tensiones subjetivas, sociales y económicas que durante largo tiempo han hecho sistema entre sí, permitiendo un estado de cosas admitido, tolerado e incluso legitimado. Situaciones estructurales que engendraron tanto frustraciones como expectativas, las que no puede decirse que hayan sido invisibles. De hecho: la gran mayoría siempre fue pública, pero no habían alcanzado a ser plenamente políticas. 

			Es al estudio de las distintas trayectorias y modalidades de instauración en lo político de estas experiencias a lo que se aboca la segunda parte: Acontecimientos e irrupciones. Los textos incluidos aquí corresponden a miradas y reflexiones que tienen por objeto la escena misma de lo emergente, ya sea desde el feminismo, las acciones sobre la hoy llamada plaza de la Dignidad, las protestas y enfrentamientos en las poblaciones, la cuestión política de la represión y la violencia, las estrategias juveniles populares o las experiencias en las marchas. Se diseña así, incluso en la forma de una bitácora sociológica, un cuadro vívido de lo que los acontecimientos —en cuanto mecanismo de producción de nuevos posibles— suscitaron en la sociedad chilena. 

			Este libro ingresa a imprenta al calor de eventos que marcarán, muy probablemente, de manera durable a la sociedad chilena. Lo hace en un momento en el que el país se encuentra en una encrucijada: un momento de incertidumbre que puede resolverse ya sea en transformaciones profundas, en cambios focales o en un proyecto de restauración del modelo. Es una encrucijada extremadamente relevante, y no por lo que acontece en el presente, sino por lo que significa para el futuro. Si será recordada como la gran oportunidad para cambiar rumbos, como la posibilidad perdida o como el punto de partida de una deriva perniciosa, solo lo sabremos más adelante. El desenlace está abierto. Dependerá de los avatares que tomen las relaciones y dinámicas entre el conjunto extremadamente variado de actores y de corrientes que hoy participan de este proceso, dando forma a la escena nacional.

			La decisión de escribir este libro y publicarlo obedece mucho menos al afán de responder con urgencia a la coyuntura que al sentido de responsabilidad profesional. Estamos persuadidos y persuadidas de que pocas cosas reúnen tanto a quienes componen la sociedad chilena hoy como el anhelo común por comprender, aun en medio de sus divergencias, el sentido de los eventos en curso. Esto se evidencia en la multiplicación de las conversaciones en estas semanas, de los debates, de los intercambios de ideas, o en el esfuerzo de muchos y muchas (y contra los feroces arrestos de las derivas totalitarias o autoritarias de unos y de otras) por construir una posición propia frente a lo acontecido, apelando a experiencias ajenas y propias, buscando lecturas, informándose, cotejando versiones. 

			Pero la decisión ha respondido, asimismo, a la necesidad de cumplir con una de las convicciones que sostiene nuestro trabajo, esto es, que las ciencias sociales no valen un minuto de nuestro tiempo si no están destinadas a aportar a los individuos en sus esfuerzos tanto por enfrentar la vida social como por comprender el mundo en el que les toca vivir. Nos parece que un centro de investigación como el nuestro, cuyo propósito es estudiar las formas y mecanismos a partir de los cuales la sociedad chilena enfrenta, aborda y gestiona las asimetrías de poder en la familia, en el trabajo, en el espacio público y en la escuela, que se pregunta por la autoridad y por la violencia, tenía la responsabilidad de participar en esta conversación colectiva. 

			Asumir esta responsabilidad ha supuesto reunir todo aquello que cada uno de nosotros y nosotras traía como acumulado de nuestras investigaciones, en algunos casos desarrolladas desde hace muchos años, para ponerlo a disposición del ejercicio colectivo de desentrañar la actualidad. Hemos querido, por eso, presentar con la mayor responsabilidad posible lo que sabemos, y dejar para otros lo mucho que no sabemos. Tenemos la certeza de que este texto no puede abarcar todos los hilos que componen la sociedad chilena, y que temas muy relevantes como la relación con la política institucional o los movimientos sociales tendrían que ser abordadas, y aquí no lo hacemos. No obstante, nos parece que esta incompletud es inherente a la propia naturaleza de este esfuerzo. 

			Encarar esta obligación ha implicado, también, aceptar parámetros de contingencia y criterios de verosimilitud distintos a los habituales en las ciencias sociales, con todos los riesgos que ello implica. Si bien la primera parte de este volumen pretende presentar todo lo que sabemos acerca de los hilos que venían tensados en la sociedad chilena —el “día antes”— observando al máximo las reglas de la comunicación científica, en su segunda parte está atravesado por lecturas sobre el acontecimiento mismo que son de una enorme cercanía temporal, subjetiva y espacial. Es una apuesta y no hay garantías. Nuestros instrumentos en ciencias sociales suelen estar hechos para una cierta distancia visual y temporal… las exigencias que debemos cumplir son normalmente más altas que las que rigen las lecturas de la contingencia. A todas luces se trata de un riesgo. Sabemos que en este punto carecemos de red de seguridad bajo nuestros pies y que caminamos por hilos tensados, esta vez delgados y de alta intensidad. Sin embargo, hemos decidido que el ejercicio valía la pena, porque unas ciencias sociales del acontecimiento deben tener un lugar en nuestras producciones. Porque quienes tenemos las ciencias sociales como campo para nuestra labor debemos enfrentar la obligación de responder a lo que nos exigen nuestras sociedades, y esas respuestas hoy no vienen tanto de los libros o de lo ya conocido, sino desde la comprensión del mismo oficio de investigar como un espacio de invención y de experimentación. 

			Finalmente, me es indispensable subrayar que este libro reúne a una comunidad de investigación que avanza en un trabajo que no se concibe como suma de individualidades, pero que está compuesta por voces diversas. Varias generaciones, varias disciplinas, varias sensibilidades. Son voces que dialogan, discuten entre ellas, coinciden, a veces se contradicen. Es así porque entendemos el trabajo colectivo como un esfuerzo por construir pisos comunes, obligaciones parejas y horizontes compartidos, pero con un irrenunciable respeto a las singularidades. Este texto es una expresión de nuestra fidelidad a este principio.

			
			

			
				
					1	Directora del Centro Núcleo Milenio Autoridad y Asimetrías de Poder. Académica IDEA, Universidad de Santiago de Chile. 

				

			

		



Parte I. 
TRAMAS Y TENSIONES


		
			Desmesuras, desencantos, irritaciones y desapegos2

			Kathya Araujo3

			El desenlace de las revueltas de octubre en Chile está abierto. Quedará abierto por mucho tiempo, la verdad… O, mejor dicho: ojalá que así sea. Es así y debe ser así, porque la clausura prematura de lo que aquí ha emergido no sería algo deseable. Darnos el tiempo es esencial para hacer que el diálogo se vuelva un hábito. Esencial para desanudar lo anudado y reanudarlo de nuevas maneras, para que podamos hacer lo que nos es indispensable para restaurar un tejido social cuyas tramas han sido heridas —y en cierto modo desgarradas— por las violencias estructurales, simbólicas, políticas, estatales, inorgánicas o interpersonales desde hace ya mucho tiempo. Para que las responsabilidades no cumplidas tengan consecuencias. Aunque las urgencias deben ser atendidas ya, qué duda cabe, necesitamos darnos el tiempo y no cometer los errores anteriores, como los de los años noventa y posteriores, con una transición a la democracia que optó por suturar una herida aún supurante. La prisa y la aceleración, caras tanto al ideal neoliberal como al universo del reinado irrestricto del orden, son malas consejeras cuando lo que tenemos delante como deber es re-pensar y re-hacer la sociedad de tal manera que podamos sentirnos parte de ella y haya lugar para todos y todas. Lo que tenemos delante de nosotros y nosotras es un debate extremadamente importante respecto no solo de cuál es la sociedad que queremos, sino de cómo queremos llegar a ella…y un largo camino para intentar conquistarlo. 

			Para contribuir en este camino, evidentemente, es indispensable entender lo que en octubre del 2019 ha comenzado a fraguarse, pero dada la cercanía de los acontecimientos mi objetivo aquí es más modesto y realista: tratar de poner en perspectiva lo que hoy vivimos. Lo haré ciñéndome a aquello que los estudios que he desarrollado a lo largo de los últimos dieciséis años han ido mostrando.4 

			Estos trabajos me permiten afirmar que lo que hoy enfrentamos es expresivo de la cristalización en la sociedad de un circuito de desapego. Un circuito compuesto por una articulación de desmesuras, desencantos, irritaciones y, finalmente, desapegos. Se trata de un circuito que admite dos entradas comprensivas. Puede ser leído de manera lineal, es decir, entendiendo que una cosa siguió a la otra en el tiempo: las desmesuras llevaron a los desencantos, los desencantos a las irritaciones y estas a los desapegos. Pero, también es posible hacer de él y de sus componentes una lectura más bien circular y sincrónica. Todos estos componentes actúan hoy simultáneamente y la actuación de cada cual retroalimenta a los demás. Resulta imposible entender la magnitud de los desapegos sin la intensidad de las desmesuras. No es posible dar razón de la virulencia de las irritaciones sin considerar la profundidad de los desencantos.

			Este circuito cuya estación final son los desapegos, el que se instaló en la sociedad chilena, ciertamente no explica por completo el “acontecimiento octubre” (el tipo de “politicidad”, sus modalidades, su magnitud, su formas expresivas), sin embargo, me parece, permite entender lo que se juega en él y lo que se abre como desafío para el futuro; por eso vale la pena seguir sus huellas.

			Los estudios realizados sugieren que para entender el surgimiento de este circuito resulta necesario situarlo en el marco de los efectos sobre los individuos y el lazo social de la transformación de la condición histórica que ha sufrido la sociedad chilena en las últimas cuatro décadas (o poco más). En este contexto, ellos han mostrado también que dos han sido las corrientes principales que de manera simultánea, contradictoria y complementaria han cincelado la condición histórica actual: la instalación del modelo económico neoliberal al que se le adosó un nuevo modelo de sociedad, y una corriente de fuertes empujes a la democratización de las relaciones sociales.5 Veamos, pues, de qué manera cada una de estas corrientes ha aportado y nutrido la producción de este circuito que entrama la sociedad chilena actual. 

			Un modelo llamado neoliberal

			La instalación del modelo económico y social neoliberal en curso desde algo más de cuatro décadas implicó nuevas exigencias estructurales para los individuos, al mismo tiempo que impulsó nuevos ideales sociales. La economía nacional se orientó a la exportación, la que se abrió al mercado internacional y, más tarde, al mercado de capitales. El mercado de trabajo se reguló sobre nuevas bases, lo que impulsó la creciente flexibilización, el ingreso de lógicas de competencia, y el quiebre de la asociatividad colectiva en aras de una individualización progresiva de las relaciones entre empleadores y empleados (Ramos, 2009; Soto, 2008; Todaro y Yáñez, 2004). Se transformaron los principios de la protección social y, debido a la expandida privatización de la educación, la previsión social y de la salud, se restringieron los servicios públicos a los cuales los ciudadanos pueden acceder. El consumo se convirtió en un fundamento estructural y de la definición de status (Moulian, 1998), y el crédito en un elemento estructurador de las relaciones sociales y de la vida personal (Ossandón, 2012; Banco Central de Chile, 2018). Las relaciones entre los grupos sociales sufrieron una profunda transformación. Pero el modelo económico neoliberal implicó además una nueva oferta de modelo de sociedad. Se introdujo la imagen de una sociedad perfectamente móvil y competitiva; la valoración de la ambición
personal y la confianza en el esfuerzo propio; la imagen de actores fuertemente responsabilizados de su destino personal; el empuje de una figura de individuos propietarios de diferentes formas de capital que deben obtener y aumentar (estudios, compras de bienes, redes, etc.); principios de competencia generalizada; y una oferta de integración vía consumo y crédito (Araujo y Martuccelli, 2012 y 2013).

			El neoliberalismo, nombre con el que ha sido denominado por los individuos este modelo, ha sido asociado a la mejora de las condiciones de vida, lo que aparece como un hecho innegable y bien valorado en tanto posibilita logros que, para muchos, constituyen verdaderas rupturas en sus propias historias familiares.6 Como lo muestran nuestros resultados, las personas valoran de manera importante los saltos intergeneracionales en las condiciones de vida que evidencian sus propias historias (sus abuelos que debían ir descalzos o vivir en casas con piso de tierra; sus padres que no accedieron a la educación superior). Existe más de un indicador a este respecto: el aumento de los niveles de escolaridad y el porcentaje de nuevos grupos que se incorporan a la educación superior;7 el descenso del número de personas viviendo bajo la línea de pobreza; el mejoramiento del equipamiento de los hogares;8 o el aumento de oportunidades de consumo (Larraín, 2006; Ossandón, 2012).

			La mejora de las condiciones de vida ha derivado en un aumento de las expectativas de acceso al consumo y de la participación en el reparto de la riqueza, como lo han señalado algunos. Pero, sobre todo, el modelo, sus ideales, sus empujes y las experiencias provistas, tuvieron como efecto relevante la recomposición de lo que las personas consideran el mínimo digno vital. Lo que se dio es una transformación del horizonte de aquello a lo que legítimamente se puede aspirar. Una transformación que, aunque no solo es material sino que, como veremos luego, toca otras dimensiones interpersonales, ha tenido un fuerte impacto en los significados actuales de lo que se considera digno, es decir, ha transformado los contenidos de la dignidad tanto en términos de las provisiones materiales como de las oportunidades sociales básicas. 

			Al mismo tiempo, y esto es muy importante, estas experiencias de acceso a bienes materiales (como electrodomésticos, vestuario, etc.) y no materiales (como educación), se han traducido en una imagen de mayor cercanía respecto de otros grupos sociales. Cercanía que, aunque no es en absoluto una experiencia vivida (más bien al contrario), hoy ordena las expectativas de las personas acerca de lo que idealmente deberían ser las distancias sociales, y revela su rechazo a las formas en que estas han sido manejadas tradicionalmente por las élites (Araujo, 2009). Se trata de una expectativa puesta siempre en tensión por el mantenimiento de profundas desigualdades en el país (PNUD, 2017).

			Pero, si ha habido un reconocimiento de las mejoras en las condiciones de vida, al mismo tiempo las personas han percibido que esto no tenía las mismas consecuencias para su calidad de vida ni para su bienestar personal. Más todavía, se han enfrentado a que aquello que podían obtener implicaba grados muy altos de sacrificio personal. En términos generales, se expandió el sentimiento que el precio a pagar era simplemente demasiado elevado. El cambio de la condición histórica desde esta perspectiva está asociado con una extendida y profunda experiencia de desmesura. 

			El modelo neoliberal y sus consecuencias en términos de precarización laboral, inconsistencia en las posiciones sociales (Araujo y Martuccelli, 2011), pérdida de protecciones sociales y privatización de servicios sociales, entre otros, han producido lo que ha sido leído como exigencias desmesuradas para poder gestionar su vida ordinaria. Esta situación ha generado un nivel de desgaste y agobio transversal en toda la sociedad, excepto probablemente en el pequeño grupo más protegido y aventajado. Una consecuencia importante de este decurso ha sido que, de manera transversal a los diferentes grupos sociales y sectores socioeconómicos, la desmesura de las demandas ha conducido de manera paulatina pero constante al desencanto. Las críticas al modelo, al sistema o al esquema, una denominación muy extendida y muy presente en los discursos críticos sobre la sociedad (Araujo y Martuccelli, 2012), han sido también transversales, aunque las razones y su alcance no sean siempre las mismas.

			Las críticas apelan a la consolidación de un capitalismo que es percibido como incontrolado y desigual. Este “sistema” se encarna en diferentes experiencias. Por un lado, en la imprevisibilidad de un mercado laboral de exigencias desmesuradas y de retribuciones escasas, tanto en seguridad como en términos salariales. Experiencias extendidas en una realidad en la que solo un 41,6% del total de ocupados y un 56% de los asalariados presentan un empleo protegido, vale decir, con contrato escrito, indefinido, liquidación de sueldo y cotizaciones para pensión, salud y seguro de desempleo (Fundación Sol, 2014, p. 5); en la que el 80% del empleo asalariado es de baja calidad, pues no se encuentra protegido e implica ingresos menores a dos sueldos mínimos, lo que es considerado como el Ingreso Ético Mínimo (Stecher y Godoy, 2014, p. 56); y en la que se ha desarrollado en las últimas décadas una significativa intensificación del trabajo, presiones elevadas derivadas de la aceleración de los procesos de producción, la extensión de las horas de trabajo9 y el consecuente alargamiento de jornadas (Ramos, 2009). A ello necesariamente hay que sumarle, en el caso de Santiago, el elevado número de horas de traslado desde los hogares a los centros de trabajo y viceversa: más de dos horas por día en promedio, lo que aumenta claramente para quienes habitan las zonas periféricas y menos favorecidas de la ciudad (Minvu-Consejo Nacional de Desarrollo Urbano, 2017).

			Por otro lado, se encarna en un “sistema” que los empuja a la avidez y la insaciabilidad, fundamentos del consumo, que los torna enemigos de la mesura y los encadena a través de un alto nivel de endeudamiento (Banco Central de Chile, 2010; Barros, 2009). Este último no es resultado de un acrecentado consumismo, como se tendió a sostener, sino de una limitada capacidad de los salarios para cubrir las necesidades que se consideran básicas. Esta es una cuestión que concuerda con lo que muestran los datos oficiales; según la Encuesta Financiera de Hogares de 2017, el 66% de los hogares chilenos poseía algún tipo de deuda, sin grandes variaciones entre sectores socioeconómicos. Un 64% de los hogares de mayores ingresos declaran tener algún tipo deuda, principalmente de consumo, mientras que, en sectores de menores recursos, el 79,6% de los hogares se reconoció como endeudado, también principalmente por deudas de consumo con casas comerciales (Banco Central de Chile, 2018). El estrés financiero al que están expuestos los chilenos es muy significativo, una cuestión que se agudiza en los sectores de menores recursos, los que habitualmente pagan tasas de interés más altas por tratarse de deudores más riesgosos (Echeverría, 2015).

			Igualmente, como lo mostró un estudio reciente (Araujo, 2018) se trata de un “sistema” que los pone en tensión respecto al conjunto de valores sociales, morales y de sociabilidad que al mismo tiempo ellos reconocen como importantes para sí. Es decir, que los enfrenta a contradicciones de manera constante y reiterada con las formas ideales de sujeto que imaginan que deberían encarnar. Los pone en tensión porque cumplir con los estándares de éxito que el sistema propone aparece como virtualmente imposible, dado lo desmedido de los mismos y las pocas oportunidades reales de mejora que se les ofrecen. O porque los destina a la inautenticidad, debido a lo que se supone que son sus deberes en el “reinado de la apariencia” que caracteriza a este sistema, una cuestión especialmente importante para los sectores medios que han hecho suyo el valor de la autenticidad (Méndez, 2008, 2009). O, todavía más, porque excluye de su horizonte principios de espiritualidad, consideraciones no economicistas y, sobre todo, una definición ética respecto a la relación con los otros. Como muestra una encuesta de caracterización de la estructura social en la Región Metropolitana, el 79,7% de la población está de acuerdo en que el sistema económico lleva a competir haciendo más difícil el afecto y la solidaridad entre las personas (Mayol, Azócar y Azócar, 2013). Resulta indispensable subrayar que las visiones negativas sobre sus implicancias para la vida social y las esperanzas de “salida” no han sido exclusivas de quienes se oponen al modelo económico. Incluso estando de acuerdo con él, el reconocimiento de la magnitud de los costos personales, familiares y sociales resulta transversal y la sanción crítica aparece inevitablemente. 

			La asfixia, el desgaste y la presión que produce tener que vivir, bajo modalidades distintas, dentro del “sistema”, se expresan bien en las palabras de uno de los entrevistados en una de nuestras investigaciones: Miguel, un mecánico que esperaría dejar de llevar una vida que es “sufrida”, que “no tiene ningún brillo” y en la cual “no hay futuro”. 

			Pero junto con el desgaste, esta situación de desmesura ha tenido otra consecuencia extremadamente importante. La situación ha exigido que las personas híper-actúen en el mundo social, buscando soluciones fuertemente individuales, pero también tejiendo y cultivando redes de contactos amicales y familiares que puedan ayudarlas a sostenerse en la vida social, por ejemplo, a la hora de enfrentar crisis financieras o de salud. La combinación de exigencia de los desafíos a enfrentar y la ausencia de sostenes institucionales —debido tanto a las privatizaciones como a la transformación de las funciones del Estado a lo largo de estas décadas— ha producido que las personas se perciban abandonadas a sí mismas y a su propio esfuerzo. Son estas experiencias, de larga data, las que han aportado de manera no planeada a la emergencia de individuos con una imagen fortalecida de sí y con una confianza aumentada en sus propias capacidades y agencia para lidiar con la vida social. Individuos más fuertes y más conscientes de sus capacidades de acción. 

			En el cruce entre exigencias desmesuradas e individuos más fortalecidos, surgieron variadas formas de irritaciones. Si en la primera década de este siglo las críticas al sistema venían acompañadas de una percepción de impotencia y de límites, para el siguiente decenio esta modalidad más cercana a la resignación fue ganando en formas críticas cargadas de irritación. 

			Consistentemente con el fortalecimiento de los individuos, se generó entre ellos la convicción de que es posible, e incluso deseable, actuar sin las instituciones (más allá de lo falaz, o no, que esto objetivamente pueda ser). Esta convicción no solo provino del fortalecimiento de la imagen de sí devenida de la experiencia de haber sorteado la vida ordinaria y sus avatares contando únicamente consigo mismos, durante décadas. Ella fue resultado, además, de la percepción de que resultaba necesario defenderse de las propias instituciones, las que empezaron a ser vistas crecientemente como abusivas, como generadoras de exigencias excesivas (por ejemplo, la alta dedicación temporal al trabajo o las arbitrariedades de las casas comerciales) o simplemente incapaces de responder a sus demandas, expectativas y necesidades (como en el caso de la salud o la misma política institucional). Así, a partir de estas experiencias no solo se estableció una creciente distancia con las instituciones —en magnitudes distintas según grupos y sectores, es cierto— sino también el sentimiento de sentirse amenazados por ellas. 

			De este modo, y en cualquiera de sus formas, los desencantos se enlazaron con fuertes desapegos. 

			
Promesas de democratización

			de las relaciones sociales


			Junto con el cambio del modelo económico, según lo mostraron nuestros resultados, el otro gran elemento que ha participado en la estructuración de la condición histórica actual en Chile es la presencia de importantes empujes hacia la democratización de las relaciones sociales en diferentes ámbitos. Aunque el principio de igualdad, el ideal normativo del derecho o el principio de autonomía no son nuevos, su expansión en la sociedad en las últimas décadas ha ido de la mano del llamado proceso de “ciudadanización” que ha tocado no solo a Chile sino a toda América Latina (Domingues, 2009). En este contexto, el discurso de la ciudadanía, la noción de derechos y la igualdad fueron fuertemente movilizados por el Estado, los medios de comunicación y los movimientos sociales, pero también por los organismos internacionales (Garretón, 2000). Esta transformación implicó una apelación a los actores en cuanto sujetos de derecho y una imagen de la sociedad que movilizó en sus principios de legitimación, necesariamente, el principio de la igualdad jurídica y política, así como la de igualdad social. La noción de derecho se inscribió como ideal, y la igualdad como expectativa fundamentada y legítima para los diferentes sectores sociales (Araujo, 2009 y 2013). 

			Esta expansión no solo redefinió las medidas y los contenidos de lo que podía ser esperable, sino que dio lugar a una traducción muy importante del principio de igualdad: las expectativas de horizontalidad. Se trata de expectativas de un trato horizontal (incluso en el seno de relaciones jerárquicas) en las interacciones concretas con los otros y con las instituciones. Esta traducción ha tenido dos consecuencias muy importantes. La primera, una concentración de la base en la que se apoyan los juicios sobre la sociedad en cuestiones relativas al trato interpersonal y, por lo tanto, la importancia significativa que adquiere esta dimensión para las maneras en que los actores se conciben como sujetos en el mundo social. La segunda es la relevancia, por tanto, que cobró el nivel de las interacciones y las experiencias concretas para definir las orientaciones de la acción, los juicios y la adhesión a la sociedad.

			Como resultado de esta expansión, y de su inscripción en los sujetos, en efecto, apareció una aguda sensibilidad a las formas de tratamiento recibidas por los otros, por ejemplo, las formas en que se es atendido en los servicios de salud según sector social, la distribución de oportunidades laborales en función de las redes de influencia, las actitudes paternalistas de los políticos o las formas de intervención del espacio público por parte del Estado. Sin embargo, los estudios mostraron también que todos estos empujes y expectativas topaban, en la experiencia de los individuos, con la persistencia de cuatro lógicas relacionales que preservan los principios que ordenaron las formas tradicionales de la sociabilidad (Araujo, 2013), las que fueron percibidas bajo el lente de los ideales presentes como formas desmesuradas e inaceptables de gestión de las relaciones sociales. 

			Primero: la lógica de las jerarquías naturalizadas, lo que supone el mantenimiento de la importancia de los rasgos adscritos (origen familiar, color de piel, etc.) y de una arquitectura relacional fuertemente vertical. Se trata aquí, por cierto, de la pervivencia de una sociedad extremadamente jerárquica, pero se trata sobre todo, de uno de los mecanismos relevantes para el mantenimiento de la misma. Una jerarquía que se sostiene por medio de la negación o “borramiento del otro”. Esto se expresa, principalmente, en la ausencia del otro como referencia, en el caso de los sectores medios, o en la representación extendida en los sectores populares de que los únicos ojos que los ven son los ojos vigilantes: del Estado que, en sus políticas de intervención en poblaciones, ilumina las zonas de peligro; los del guardia de seguridad de los supermercados, especialmente en los barrios ricos; de la policía respecto a los jóvenes. 

			Segundo: la lógica de los privilegios basados en criterios de género, generacionales y étnicos, pero, principalmente, de clase. Una lógica que se encarna tanto en la falsa meritocracia (Navia y Engel, 2006), en el nepotismo como práctica recurrente de la clase política, y en una sociedad en la que el apellido y las redes familiares son centrales para definir las oportunidades (Núñez y Gutiérrez, 2004; PNUD, 2017). 

			Tercero: la lógica del autoritarismo y de la desestimación de la autoridad. El autoritarismo, que supone un uso abusivo de las atribuciones de poder, se encuentra presente y actuante de manera transversal y generalizada en la sociedad. Encarna una manera de ejercicio de la autoridad que hace de la fuerza un elemento de soporte virtual o real permanente, y que exige la obediencia “maquinal” de aquel sobre quien se ejerce. El autoritarismo funciona como una clave de comprensión de la acción de los otros, pero también como una forma de acción propia muy extendida en la sociedad. 

			Cuarto: la lógica de la confrontación de poderes, en la cual el uso desregulado del poder y la confrontación como clave están en la base de las maneras de definir no tan solo el acceso a bienes o prerrogativas sino, aún más, el propio lugar social. El espacio social gracias a la acción de esta lógica es percibido como un espacio de enfrentamiento de poderes. Lo anterior supone que cada situación social se decidirá en función de las magnitudes de poder (simbólico, físico, económico, etc.) que se puedan movilizar respecto a quien está delante. Dada la desregulación de estas relaciones, esta es una lógica en la que el abuso como resultado es una constante. 

			Esta tensión entre ideales y experiencias condujo, por un lado, al desencanto respecto de una sociedad en la cual la brecha entre los ideales normativos y las experiencias reales es considerada abismante, y en consecuencia a una mirada extremadamente crítica de la misma. Tras reconocer la existencia y la enorme importancia de estas lógicas que operan en las interacciones, las personas llegaron a considerarlas, con justicia, como inaceptables, es decir, como una afrenta a su dignidad. El lenguaje del abuso y de la falta de respeto se convirtió en expresión natural para designar lo intolerable. 

			Por otro lado, y paradojalmente, dada la fuerza de la experiencia social y de lo que ella enseña sobre lo que gobierna las formas usuales de hacer en lo social, esta tensión condujo a que —aunque las personas construyeron juicios críticos y demandas de transformación de las lógicas sociales mencionadas a partir de los ideales normativos— ello no necesariamente afectó las maneras de conducirse respecto a otros. Lo que se expandió fue la crítica y la reproducción simultánea de estas lógicas, como consecuencia del reconocimiento de que para sostenerse como sujetos en lo social resulta absolutamente necesario participar en las lógicas sociales, consideradas como atentatorias contra lo que preservan, a pesar de todo, como ideales. Por supuesto, no todas estas lógicas han tenido el mismo destino en esta dinámica de varias décadas. 

			Las dos primeras, jerarquías naturalizadas y privilegios, han sido fuertemente criticadas, y han alcanzado una relevancia pública y política. Han terminado por ser si no debilitadas, al menos puestas en cuestión por los impulsos al igualitarismo, pero también, paradójicamente, por dos aspectos muy vinculados al modelo social promovido por el neoliberalismo: la entronización del mérito y una apelación al sujeto responsable de sí mismo. Si es cierto que ellas no han desaparecido, y no es necesario escarbar mucho para encontrarlas actuando incluso en la detonación del estallido de octubre, su justificación en el debate público es cada vez menos posible, y la fuerza de la crítica hacia ellas ha sido capaz de ir estableciendo gradualmente sanciones y límites para su actuación. La tercera y la cuarta jerarquía, autoritarismo y confrontación de poderes, en cambio, han profundizado su carácter paradojal, esto es, ha crecido la crítica a estas lógicas, pero se ha fortalecido al mismo tiempo su reproducción de manera transversal en la sociedad (Araujo, 2016). 

			En el caso del autoritarismo, asistimos a la recomposición de lo que se considera ejercicios de poder justificados. Emergió una crítica compartida y considerada legítima al abuso de los poderosos, al maltrato del superior, a la exclusión por parte de las élites, entre otros. Se ha producido un rechazo muy grande a formas de ejercicio de la autoridad basadas en la fuerza y el tutelaje, aunque las personas siguieron considerando que el autoritarismo es esencial para enfrentar la vida social, algunos por convicción, otros como efecto de lo que perciben como el fracaso del uso de formas de ejercicio de autoridad más dialogantes o democráticas. En la medida en que hay una tendencia a utilizar al autoritarismo como clave de lectura crítica indiscriminada, la capacidad de diferenciación entre lo autoritario y la autoridad aparece velada. De este modo, la autoridad se hace difícilmente discernible, reconocible y legitimada, porque se la equipara al autoritarismo. La deslegitimación de este último arrastra consigo la deslegitimación de toda autoridad y dificulta todo ejercicio de la autoridad, incluso si se trata de formas no autoritarias, es decir que desestabiliza intentos de ejercicio más democrático de la autoridad. Por esta vía, en vez de retroceder, el uso de la imposición ha avanzado y se ha generalizado. 

			Lo anterior se conecta con lo que ha acontecido con la lógica de la confrontación de poderes. Durante las últimas décadas, esta lógica ha encontrado un potenciador en la instalación del llamado modelo neoliberal y de la evidencia sus principios: la competencia, la primacía del valor de cambio y una conflictividad expresada en desconfianza. Esto ha tenido como efecto la desmedida importancia que continuó teniendo en la sociedad la movilización constante, aunque cauta, de signos de poder, los juegos de “tasación” y las estrategias sociales de cálculo y evitación que gobiernan las relaciones. La posibilidad de relaciones más igualitarias es débil en un contexto como este, porque los signos de horizontalidad tienden a ser leídos como signos de debilidad. El uso confrontacional del poder y la habilidad de imponerse sobre otros resultan considerados por muchos esenciales para enfrentar la vida social. La sociedad aparece, así, como un campo de enfrentamientos en donde, a falta de un consenso de lo que se puede considerar un ejercicio del poder admisible, todo ejercicio de poder, excepto el propio, es puesto bajo sospecha. El carácter antagónico de la vida social aparece como una percepción extendida y la ley del más fuerte hace su camino (Araujo, 2019). 

			Una consecuencia de lo anterior ha sido el estado de irritación en las relaciones sociales, que se ha expresado principalmente a nivel de las interacciones entre individuos, y entre estos y las instituciones. En este marco, las relaciones con los otros se constituyen en un campo de conflicto e irritación, porque en ellos entran en disputa de manera dramática las nuevas aspiraciones y los viejos moldes relacionales. 

			Como hemos discutido en otro lugar (Araujo, 2016c), esta irritación se ha vinculado, primero, con la sensibilidad a las desigualdades interaccionales y, consecuentemente, con la conciencia elevada del abuso. Estas dos cuestiones han derivado en la presencia de una alerta, y aún de una sobre-alerta, en las relaciones con los otros a los signos de posible desregulación en el trato hacia uno. Esta alerta es esencial, por supuesto, porque es el fundamento de la denuncia, la demanda y la capacidad de defensa. Pero ella, también, en su faz de sobre-alerta, constituye el combustible para la reacción irritada y aún abusiva respecto al otro. La presuposición de estar siendo abusado o, al menos, de la predisposición del otro a abusar de uno, funciona como premisa y ordena tanto las acciones como las reacciones. 

			La irritación también puede ser asociada a que las nuevas expectativas de horizontalidad —traducción de las expectativas de igualdad en las interacciones sociales— han puesto en jaque antiguas fórmulas relacionales basadas en una concepción de la jerarquía natural e incontestada y de ciertas prerrogativas indiscutibles del uso del poder pero, y es fundamental recordar esto, como vimos, estas fórmulas no han desaparecido y se mantienen operativas en las lógicas de ordenamiento de las relaciones sociales (Araujo, 2013). Lo anterior termina por complejizar y volver inciertos los códigos entre individuos. Adicionalmente, la permanencia de marcos tradicionales ha obligado a encajes forzados de las piezas impidiendo, con ello, las nuevas combinaciones que la situación requeriría. Resultado: una disputa activa se constituyó en una potencialidad siempre abierta en cada interacción. Lo que se expandió ha sido la incerteza respecto a cuáles serían, en verdad, las exigencias a las que legítimamente puedo aspirar respecto del trato que me da el otro o que debo dar al otro en función del estatuto y lugar social ocupado transitoriamente en cada encrucijada relacional. 

			En este marco, en cada encuentro entre individuos, subrepticia o explícitamente se ponen en juego de manera renovada las definiciones de las prerrogativas o el establecimiento de las consideraciones en el trato que uno o el otro merece, cuestión visible en situaciones tan cotidianas como manejar el auto, ser atendido en un restaurante o transitar en un supermercado. Las experiencias de falta de cortesía, de civilidad o directamente de agresión están muy presentes de los relatos de lo que las personas viven cotidianamente, y esto en todos los sectores sociales. En este contexto, el ejemplo de la ciudad de Santiago es particularmente decidor. El imaginario de la ciudad es el de una ciudad dividida, en la que la circulación está auto-restringida. En lo posible, no se circula si no es por territorios que son considerados como “propios”, porque las personas saben que, de hacerlo, se convertirán en sospechosos y amenazantes, y por lo mismo en potenciales receptáculos de agresiones como ser violentados por guardias de seguridad, recibir miradas de desaprobación, o derechamente ser amenazados de forma física, con perros o hasta con armas (Araujo, 2019b). El campo de la sociabilidad se constituyó, pues, en un espacio de irritaciones varias. Las definiciones de lo que es el contenido de la civilidad han sido afectadas por la duda y la confusión. 

			Finalmente, una dimensión más estructural se suma a las anteriores. El desgaste y el agobio por las exigencias estructurales para enfrentar la vida social, el empuje hacia la competencia, la primacía del valor de cambio y la preeminencia de los fines sobre los medios, según nuestros resultados, son considerados como elementos centrales que explican una creciente irritación con los otros, y la percepción de la sociedad como una verdadera jungla en la que hay que saber defenderse y en la que vence el más fuerte. Esta apelación a la fuerza es claramente visible, por ejemplo, en la enorme cantidad de agresiones a personas que trabajan en servicios de salud, una magnitud tan grande que ha obligado a generar normativas que penalizan tales actos (La Tercera, 2019).

			La vida social, de este modo, terminó siendo percibida como extremadamente conflictiva y desgastante, recorrida por un conjunto de molestias y perturbaciones interactivas. Un conjunto variado de micro-conflictos se volvió discernible en las calles, en las salas de espera, al interior de las instituciones. Los otros, especialmente los individuos anónimos, pero también los colegas, las instituciones, los jefes o hasta los amigos, son percibidos como un destino para la desconfianza, un depósito de la decepción, una fuente de amenaza para la integridad, un surtidor de humillaciones, un competidor por recursos tan básicos como el espacio o la dignidad. Las relaciones se terminaron por vivir principalmente en la modalidad del roce, y su correlato interpretativo y afectivo usual ha sido la irritación (Araujo y Martuccelli, 2012). 

			En breve, las expectativas promovidas por las promesas de igualdad, derechos y autonomía, magnificaron la percepción de formas de funcionamiento de las relaciones en la sociedad, las que se ven desmesuradas en tanto contradicen los ideales y los anhelos que se han producido a su alero. Al mismo tiempo, la fuerza de las experiencias sociales condujo a una dinámica de reproducción de las mismas, y en algunos casos de reproducción fortalecida, lo que ha sido experimentado por muchos, pero sin duda no por todos, como una forma de traición a sí mismos. El desencanto se instaló y la frustración de estas promesas aportó a la desconfianza, a la irritación de las relaciones sociales, y afectó los sentimientos de adhesión de los individuos a las instituciones y al colectivo en general. En algunos grupos sociales más que en otros, se ha producido un gradual pero constante distanciamiento respecto de las reglas y normas que política, jurídica y civilmente han sido consideradas como fundamento de la regulación de la vida en común, así como el sentimiento que la orientación y regulación de los actos y decisiones le competía a cada cual individualmente. El desencanto aquí también ha dado paso al desapego.

			Un efecto fisional en la sociedad se ha ido produciendo como resultado de que la relación con los principios normativos que pretenden acomunarnos se tiende a establecer desde la desconfianza, la impotencia, la resignación o, en su versión más preocupante, desde el rechazo radical.

			Reflexiones finales

			Es la constelación que se ha producido en la encrucijada de los procesos descritos a lo largo de este texto, la que, me parece, permite poner en perspectiva los acontecimientos políticos hoy. 

			Como hemos intentado mostrar, las transformaciones sociales acontecidas abrieron a un escenario complejo, en el que junto con un nuevo horizonte de expectativas aparecieron formas renovadas de dominación y explotación; en el que se reconstruyeron los rasgos que estructuran la sociedad al mismo tiempo que el lazo social se ha visto sometido a altas dosis de tensión; en el que terminaron por convivir lógicas relacionales contradictorias que han hecho difícil la generación de sentimientos de pertenencia y de comunidad (Bengoa, 2009); y simultánea y tenuemente, aunque esto no haya sido el foco de este texto, han hecho que nuevas formas de solidaridad e implicación empiecen a desarrollarse. 

			Lo que se desplegó en estas décadas ha sido una suerte de circuito de retroalimentación continua, que conectó la vivencia de la
desmesura (de las exigencias de la vida social; de las desigualdades en las interacciones; o en el uso del poder) con el desencanto por las promesas sociales no cumplidas, tanto económicas como normativas y, por cierto, también respecto de aquellos que han sido o tendrían que haber sido sus garantes principales. De allí, en un paso, se genera la irritación. Finalmente, todo lo anterior aportó, en medidas y grados distintos, al incremento del desapego respecto de muchos de los principios, valores y normas que regulan la vida en común.

			Pero una cabal comprensión de lo acontecido requiere también, me parece, considerar a los individuos y las valencias que le otorgan al cambio acontecido. Hoy, como se deduce de lo expuesto hasta aquí, la sociedad chilena cuenta con individuos más fuertes; con mayores expectativas de horizontalidad; con la convicción de poder actuar sin las instituciones; con expectativas más altas sobre el mínimo vital digno; individuos portadores de una aguzada sensibilidad frente al abuso y la falta de respeto; decepcionados y/o a distancia de los principios, valores y normas que regulan la vida en común; con un gran rechazo al ejercicio autoritario de la autoridad, pero con un gran apego todavía al uso de formas autoritarias en sus propias prácticas. 

			La suma de todos estos los elementos permite subrayar que lo que acabó por estar en juego en esta sociedad no puede ser entendido solamente como efecto de un malestar colectivo o de una nostalgia erosiva, como tampoco de una mera inflación de expectativas. Como lo han mostrado nuestros trabajos, las dinámicas hasta ahora descritas tanto en la estela del neoliberalismo como de la democratización de las relaciones sociales, han conducido a la sociedad chilena hacia un momento en que la tarea principal en curso es la recomposición activa, tensa, de desenlace incierto y desgastante de las fórmulas y principios que gobiernan las interacciones, las legitimidades y las racionalidades sociales. Esta es la situación, me parece, en la que octubre de 2019 encontró a Chile. 

			Lo que enfrentamos en el país, así, no es un simple estallido por saturación. Es más profundo, si atendemos a los hilos que entraman la sociedad. Se está, por cierto, en una disputa por la redistribución del poder y de las riquezas de la sociedad. Detener los abusos y la desmesura de las exigencias en la vida social (largamente sufridos) es una de las luchas centrales hoy. Está en juego, por supuesto, alcanzar los mínimos vitales que hoy se consideran dignos. Pero es indispensable recordar que lo fundamental de la disputa, ya desde hace un tiempo, es la forma y textura que queremos, podemos, darle al lazo social. Es decir, las nuevas modalidades específicas que deben tomar las relaciones entre los individuos de la sociedad. Una de las cuestiones esenciales que encaramos en este contexto es el desafío de reconstituir los principios que regulan la vida social para hacerlos aceptables y que, en esa medida, no solo sea posible sino también deseable la vida en común para los diferentes miembros de la sociedad. Producir el apego indispensable para el enlazamiento social. Es una tarea de muy largo plazo, que implica un proceso extremadamente incierto e inevitablemente conflictivo, que requerirá de una enorme creatividad y de la voluntad de enfrentar en este camino no solo al adversario externo sino también a ese otro, el peor de todos: el que habita al interior de cada cual.
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					2	Este texto intenta resumir algunos de los hallazgos fundamentales de una larga agenda de investigación. Intenta ser fiel a lo que ellos mostraron antes de octubre de 2019, por lo que, aunque su factura es para este libro, se apoya de manera muy importante en un conjunto muy diverso de publicaciones en las que estos resultados fueron presentados en su momento. De manera consciente y deliberada me auto-plagio, sea lo que sea que esta alocada denominación quiera decir.

				

				
					3	Directora del Centro Núcleo Milenio Autoridad y Asimetrías de Poder. Académica IDEA, Universidad de Santiago de Chile. Estas reflexiones se hicieron parcialmente al alero del proyecto de investigación Fondecyt Nº1180338, “Problematizaciones del individualismo en América del Sur”.

				

				
					4	La primera, una investigación desarrollada en dos etapas (2003-2004 y 2005-2007), en la que se estudió la manera en que el Derecho, en cuanto ideal normativo, participaba o no en la regulación de las relaciones cotidianas entre las personas, y entre estas y las instituciones. Se interrogó, así, el conjunto de elementos a partir de los cuales las acciones de los individuos resultaban inteligibles, así como las formas de justificar y explicar el tipo de relación con las normas que ellos establecían (Araujo, 2009). La segunda, desarrollada en colaboración con Danilo Martuccelli, buscó identificar los desafíos sociales estructurales que enfrentan los individuos, la jerarquización que hacen de ellos, y el tipo de individuos que son impulsados a encarnar al enfrentarlas. Esta se llevó a cabo entre los años 2007 y 2011 (Araujo y Martuccelli, 2012). La tercera investigación, desarrollada entre 2011 y 2014, fue un estudio destinado a identificar las formas de ejercicio de la autoridad y las razones para la obediencia en el contexto de los procesos de democratización social en Chile (Araujo, 2016a). La cuarta, buscó indagar las maneras en que los individuos enfrentan la vida social y los desafíos que esta les presenta intentando identificar las dimensiones y elementos que movilizan o sobre los que se apoyan (Araujo, 2018). La quinta fue un estudio sobre las calles en Santiago y las experiencias a ella asociadas en el contexto de la pregunta por la desigualdad y el lazo social (Araujo, 2016b). La sexta y última fue un estudio sobre las relaciones entre actores de la política institucional y la ciudadanía, indagando en las premisas y experiencias interactivas que ordenaban las interpretaciones y orientaciones de acción de los primeros (Araujo, 2019).

				

				
					5	En lo que sigue utilizaré el pasado como tiempo narrativo. Con eso quiero hacer notar que me restrinjo a lo que sabía hasta octubre de 2019. Por supuesto, con ello no intento subrayar que luego de eso “Chile cambió”. No creo que sea así. En los momentos de crisis, el antes del estallido parece un pasado lejano. Pero verlo de este modo es un espejismo. Aunque la revuelta y las situaciones emergentes sean los componentes principales en este momento, el “minuto anterior” sigue actuando compleja, permanente y decididamente. Sin embargo, decir lo anterior tampoco significa que considere que octubre no dejará sus huellas y transformaciones. Escribir en pasado es, simplemente, un reconocimiento de que, por ahora y con toda seriedad, me es imposible saber cuál es la naturaleza y la dimensión en que el tejido social y las relaciones sociales han sido o no tocados por estos acontecimientos.

				

				
					6	Un 49% de chilenos percibe una situación de mejora en la posición social respecto de sus padres; un 58%, en el nivel de ingresos; un 54% en la situación laboral y un 53% en la vida familiar. Encuesta CEP 2014 Estudio Nacional de Opinión Pública Nº 72 noviembre 2014. http://www.cepchile.cl/dms/archivo_5762_3637/EncuestaCEP_Noviembre2014.pdf. Consultada 10 de junio 2015.

				

				
					7	La matrícula en la educación superior se ha quintuplicado en los últimos 25 años (PNUD, 2017, p. 305). 

				

				
					8	En 1987, el 7% de los hogares del primer quintil de ingresos poseía tres bienes tales como lavadora, televisor, refrigerador y cocina a gas, mientras que en 2002 cerca de un 74% poseía tres o más de estos (Ariztía, 2004).

				

				
					9	Para 2013, la OCDE reportó en Chile 2.015 horas trabajadas por año y trabajador. Muy a distancia de las 1.489 de Francia o las 1.388 de Alemania (OECD, 2015). 

				

			

		


		
			Trabajo y precarización laboral en el Chile neoliberal. Apuntes para comprender el estallido social de octubre 2019
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			Apertura

			Este capítulo busca aportar, desde el campo de los estudios del trabajo, a la comprensión del estallido social de octubre 2019 ocurrido en Chile, así como al debate ciudadano actualmente en curso sobre un nuevo pacto social y una nueva Constitución.

			Las reflexiones propuestas se basan en nuestra trayectoria como investigadores del mundo laboral en Chile, interesados en comprender críticamente el impacto de los procesos de flexibilización laboral y modernización neoliberal en las experiencias, subjetividades e identidades colectivas de trabajadores y trabajadoras de distintos sectores productivos.

			El capítulo desarrolla una tesis principal acerca de los procesos de precarización del empleo y de las experiencias de trabajo en el Chile neoliberal, y dos tesis complementarias que se vinculan a la anterior. Cada una de ellas constituyen los apartados del capítulo, el cual se cierra con unas reflexiones que pretenden resumir y proyectar lo aquí expuesto.

			La tesis principal es que los procesos de precarización del empleo y de las experiencias de trabajo que han caracterizado al mundo laboral en Chile durante las últimas décadas constituyen una clave fundamental para comprender las experiencias de indignidad, injusticia y falta de reconocimiento que están a la base de la movilización social y las demandas ciudadanas. A partir de distintas fuentes empíricas, este capítulo describe la flexibilización del mercado laboral y la precarización del empleo (bajos salarios, formas contractuales atípicas, incertidumbre, inestabilidad, inseguridad, bajo poder de negociación, etc.), así como las dinámicas de precarización de las experiencias de trabajo vinculadas a las nuevas formas de gestión flexible de corte neomanagerial (intensificación del trabajo, evaluación continua, individualización y debilitamiento de los colectivos de trabajo, rentas variables según objetivo, estandarización y pérdida de autonomía, falta de reconocimiento, etc.). Dichos procesos de precarización laboral del mundo del trabajo en Chile —presentes en el sector moderno y formal de la economía, tanto en la empresa privada como en el aparato público— se han articulado con otras dinámicas de neoliberalización de la vida social (mercantilización y privatización de derechos sociales, fragmentación del lazo social), produciendo una precarización de la existencia y fuertes índices de malestar y sufrimiento social en los individuos (Deranty, 2008; Fardella, Sisto, Morales, Rivera y Soto, 2016). Dichas experiencias de precarización son vivenciadas en muchas ocasiones como formas de injusticia y agravio moral en el marco de una sociedad fuertemente desigual, con un importante crecimiento económico y con una gran concentración de la riqueza y del poder político en una pequeña élite; y en el marco de una ciudadanía con crecientes demandas de democratización de las relaciones sociales y respeto a la dignidad, la autonomía y el bienestar personal (Araujo y Martuccelli, 2012; PNUD, 2012 y 2017). Estas experiencias de precarización laboral y de precarización de la vida, que han sido una constante de las formas de modernización neoliberal en distintos países (Brown, 2016; Harvey, 2007; Standing, 2013) no implican, por supuesto, que los individuos en Chile no valoren altamente sus espacios de trabajo en tanto fuente de ingresos, de sociabilidad, de estructuración del tiempo, de aprendizajes, de organización colectiva, de articulación de identidades y de sentidos de utilidad social (Jahoda, Lazarsfeld y Zeisel, 2002; Sisto, 2009; Stecher, 2012). Como lo muestra la investigación empírica en Chile, en las experiencias laborales de los individuos coexisten diversas formas de precarización y sufrimiento social, junto a una alta valoración de lo que el espacio de trabajo entrega y posibilita (Díaz, Godoy y Stecher, 2005; Soto, 2008; Stecher y Godoy, 2014).

			Además del argumento principal en torno a la precarización laboral, el capítulo desarrolla más brevemente dos tesis complementarias que aportan tanto a la comprensión del movimiento social de octubre como al debate público sobre el lugar que debiera tener el trabajo en el nuevo pacto social que requiere la sociedad chilena.

			Argumentamos, en primer lugar, que no es posible entender la fuerza del movimiento de protesta social de octubre de 2019, su despliegue transversal en distintas ciudades, su capacidad organizativa y su discurso centrado en un horizonte moral de dignidad, igualdad de derechos y vida decente, sin atender al proceso de expansión de las protestas laborales y la revitalización de la organización sindical ocurrida progresivamente durante los últimos 15 años en Chile (Aravena y Nuñez, 2009; COES, 2018). Más que un estallido repentino que supondría una discontinuidad radical con la vida social, lo que las investigaciones laborales nos muestran es que desde hace al menos tres lustros existe un proceso de articulación de organizaciones de trabajadores, organizaciones sociales y de despliegue de distintas formas de protesta laboral en distintos sectores económicos y en diferentes regiones, los cuales han sido parte, a su vez, de un ciclo más amplio de re-politización de la sociedad chilena y despliegue de distintos movimientos sociales (universitarios, secundarios, feministas, medioambientales, indígenas, diversidad sexual, etc.) (Julián, 2018; PNUD, 2015). Por ello, si bien el estallido social de octubre de 2019 trasciende con mucho las problemáticas y organizaciones laborales, no puede entenderse sin la referencia a esta historia de distintas formas de asociatividad y lucha de los trabajadores en los últimos años contra diversas formas de precarización laboral (Bank, 2017). Al alero de dichas luchas laborales, se fue forjando un imaginario compartido en torno a demandas de justicia y dignidad que permitió articular individuos muy diversos en conflictos laborales acotados, que cohabitó con las orientaciones culturales fuertemente individualizantes, despolitizadas y fragmentadoras del neoliberalismo, y que emergió en las últimas semanas como un repertorio fundamental de identificación para los manifestantes del movimiento de octubre (Labra, 2017).

			Por último (segunda tesis complementaria), argumentamos que las experiencias de sufrimiento social vinculadas a la precarización laboral y las luchas de las organizaciones de trabajadores dan cuenta de un conjunto de demandas morales y expectativas de justicia respecto al trabajo, que son parte del horizonte de sentido del movimiento social de octubre de 2019. Se trata de demandas que apuntan, junto a mejores salarios y protecciones sociales que garanticen una vida digna, a formar parte de experiencias de trabajo en las que los trabajadores sean tratados en forma justa, con respeto a su dignidad y derechos, y donde puedan desplegar su autonomía y sentirse reconocidos por el aporte social que realizan. Este último argumento busca aportar a una comprensión del trabajo que vaya más allá de la lectura economicista propia del imaginario neoliberal, y que reinstale —de cara al proceso constituyente que vivirá el país— la pregunta por la dimensión normativa del trabajo, en tanto espacio social fundamental para la construcción del lazo social, de la vida democrática y de la autorrealización de los individuos (Honneth, 2009; Zurnz, 2005).

			
Las reformas neoliberales

			y la precarización laboral como norma social 


			La sociedad chilena experimentó en las últimas décadas una profunda transformación neoliberal que redibujó el paisaje económico, político y cultural, dejando atrás la matriz societal del Chile nacional-popular-desarrollista de la segunda mitad del siglo XX (Ruiz y Boccardo, 2015). La base política de este modelo latinoamericano “nacional desarrollista de sustitución de importaciones” fue una fuerte alianza entre el denominado Estado populista latinoamericano, los sectores medios urbanos (profesionales, funcionarios públicos, aparato burocrático del Estado), los sindicatos y trabajadores organizados de las grandes industrias estratégicas del país, y también los grupos económicos industriales dominantes que se veían favorecidos con las políticas económicas proteccionistas (Castells, 2005; Domingues, 2009). En torno a dicho modelo se configuraron fuertes identidades sociales de clase y ocupacionales, inscritas en imaginarios mesocráticos y nacional-desarrollista de modernización estatal, y vinculadas principalmente a una clase obrera industrial calificada y a una burocracia pública inserta en un aparato de administración estatal en expansión (Ruiz y Boccardo, 2015).

			Dicho modelo nacional desarrollista o de fordismo periférico —que nunca alcanzó los niveles de industrialización, asalarización, inclusión y protección social de los países de industrialización avanzada— entró en crisis y sufrió un violento desmantelamiento en Chile desde fines de los años 70, en el contexto de la dictadura militar y la progresiva hegemonía global de las perspectivas neoliberales de desarrollo (Harvey, 2007). Bajo la premisa general de “des-estatizar el manejo de la economía y confiar su funcionamiento a los mecanismos espontáneos del mercado” (Salazar y Pinto, 2002, p. 48), y en condiciones autoritarias y de violencia política que impedían la deliberación ciudadana y la protesta social, se instaló en Chile un modelo neoliberal que fue considerado por muchos centros y gobiernos de derecha como un “laboratorio” y/o un “ejemplo” de las políticas que debían seguir los países para superar la crisis del fordismo. En efecto, la dictadura de Pinochet, como ha señalado el sociólogo Tomás Moulian (1997), si bien primero fue una dictadura contrarrevolucionaria, prontamente se instaló como dictadura revolucionaria, encarnando lo que sería una “Revolución Neoliberal” que buscó transformar la economía, el Estado y la sociedad, bajo los principios neoliberales propuestos por Hayek, Friedman y Buchanan, entre otros (Gárate, 2012; Fisher, 2009; Oliva, 2008; Pitton, 2007). Estas reformas —que más allá de un cambio al modelo de desarrollo económico apuntaban a una transformación profunda del orden socio-político y de las orientaciones culturales— se implementaron fundamentalmente entre los años 1975-1985 y estuvieron marcadas por el sello de la privatización de lo público, la centralidad del mercado, la competencia y la libertad de elección, el debilitamiento del poder de organización y negociación de la clase trabajadora, y la mercantilización y precarización de los derechos sociales. Como ha sido ampliamente analizado por las ciencias sociales, las principales y más tempranas reformas implementadas por la dictadura militar fueron: la venta y privatización de las empresas estatales productivas (electricidad, petróleo, transporte); el desmantelamiento de servicios públicos asociados a la provisión de derechos sociales (educación, salud, previsión) y el traspaso de dichas funciones a la gestión de privados bajo principios de competencia en el mercado; la desregulación y liberalización de la actividad económica; la liberalización financiera y la ampliación del acceso a créditos de consumo; la apertura comercial e inserción de la economía nacional en las redes globales (lo que implicó la crisis y quiebra de diversas industrias nacionales); la promoción de un sector primario-exportador basado en la extracción y venta de materias primas o productos naturales con ventajas comparativas en el mercado global (minería, forestal, vinos, salmones, frutas, etc.); la expansión de grandes grupos económicos (Holding empresariales) con una fuerte concentración del capital pero con inversión (desconcentración productiva) simultáneamente en distintos sectores económicos, con un fuerte peso de los sectores (neo)exportador, servicios y financiero; el fuerte control de las variables macroeconómicas como la inflación; y la promulgación de un nuevo plan laboral (1979) que flexibilizó el mercado laboral, debilitó el movimiento sindical y la capacidad de negociación de los trabajadores, e instaló un marco de relaciones laborales basada en la individualización, mercantilización y descolectivización (Agacino, 1994; Garretón, 2000; Ruiz y Boccardo, 2015; Salazar y Pinto, 2002). 

			Respecto al plan laboral,12 y como fue señalado por el propio ideólogo del mismo (José Piñera), lo que se buscaba era desactivar la negociación colectiva como mecanismo de redistribución de la riqueza producida, así como desactivar el antagonismo capital-trabajo a partir de la instalación de principios de competencia entre empresas. Los cuatro pilares del plan laboral eran una huelga que no paraliza, una despolitización sindical, una negociación a nivel de empresas (no de ramas productivas), y la fragmentación y el paralelismo de grupos negociadores (varios sindicatos en una misma empresa y posibilidad de grupos negociadores distintos a los sindicatos) (Fundación Sol, 2015). 

			Este conjunto de reformas y pilares del modelo socio-económico neoliberal quedó fijado y sancionado jurídicamente con la Constitución aprobada en 1980, la cual —si bien ha sido reformada a lo largo de diversas legislaturas desde el retorno a la democracia en 1989— mantiene hasta el día de hoy elementos estructurales del modelo de organización social y concepción de Estado. Se destaca al respecto, en el capítulo III referido a derechos y deberes constitucionales, la concepción de un Estado subsidiario, en que la iniciativa de la “prestación” de los derechos sociales reside en el privado, siendo el Estado más bien un ente financiador y regulador, y el ciudadano, el responsable individual por ejercer o no su “derecho”, que se traduce literalmente en “libertad para escoger” (ver arts. 10 y siguientes de dicho capítulo). Asimismo, se prohíbe al Estado ejercer cualquier actividad empresarial, a no ser que una ley con quorum calificado señale lo contrario. Parte del carácter inexpugnable de la Constitución de 1980 es que instituye la figura de un tribunal constitucional (TC), con amplias atribuciones para velar por el ajuste a la carta fundamental, pudiendo actuar sobre acciones individuales y/o colectivas, sobre iniciativas legislativas (aunque cuenten con la mayoría democráticamente electa del Congreso), e incluso presidenciales, instalándose de este modo como el máximo garante del orden constitucional. Asimismo, las posibilidades de cambio de la constitución fueron también fuertemente restringidas por la necesidad de quorum de 3/5 o 2/3 del parlamento, lo que obliga a negociar acuerdos transversales que superen con holgura las mayorías políticas del congreso, lo que ha imposibilitado reformas estructurales profundas desde las fuerzas de centro izquierda. Se trata de una constitución que otorga un poder de veto a las fuerzas políticas de derecha y que permite garantizar el
objetivo que el mismo Jaime Guzmán, su ideólogo, declarara, esto es, que “…si llegan a gobernar los adversarios, se vean constreñidos a seguir una acción no tan distinta a la que uno mismo anhelaría, porque —valga la metáfora— el margen de alternativas posibles que la cancha [la Constitución] imponga de hecho a quienes juegan en ella sea lo suficientemente reducido para hacer extremadamente difícil lo contrario” (Guzmán, 1979, citado en Atria, 2013, p. 58).

			Es en el marco de estos pilares y ordenamiento socio-político, y en el contexto más amplio de las dinámicas mundiales de globalización, que la sociedad chilena experimentó desde fines de los años 80 profundos procesos de modernización y reconfiguración económica, cultural, política y tecnológica. Si bien los gobiernos de centro-izquierda de la Concertación y la Nueva Mayoría impulsaron desde el retorno a la democracia numerosos cambios y ajustes de carácter progresista al modelo heredado de la dictadura —reformas constitucionales, cuatro reformas laborales, reformas tributarias, ley indígena, ley del divorcio y de aborto en tres causales, incremento del gasto público y significativa reducción de las tasas de pobreza e indigencia, fortalecimiento de políticas sociales de orientación universal, leyes por la igualdad de género, comisiones de verdad y justicia para casos de violaciones a los DDHH, etc.— las bases estructurantes del modelo socio-económico neoliberal, y de un modelo político de democracia incompleta con un fuerte control autoritario de las élites económicas sobre el proceso político y la vida social, no fueron reemplazados (Garretón, 2012).

			Bajo ese modelo de desarrollo de “neoliberalismo corregido y progresismo limitado” (Garretón, 2012) el sector económico y el mundo del trabajo en Chile experimentó, desde fines de los años 80 y al igual que toda América Latina, profundos procesos de reestructuración productiva y modernización empresarial, fuertemente conectados a procesos mundiales de consolidación de un nuevo capitalismo flexible, global, informacional y en red (Castells, 2001; De la Garza, 2000). Especialmente a nivel de las medianas y grandes empresas del sector moderno de la economía chilena empezaron a introducirse diversas innovaciones tecnológicas y organizativas asociadas a los nuevos
modelos de gestión flexible (Ramos, 2009), buscando aprovechar las oportunidades de rentabilidad que ofrecía la apertura económica y la flexibilización laboral, y procurando adaptarse competitivamente a los parámetros emergentes de la nueva economía capitalista (Castells, 2001). Así, y a partir de intensos procesos de reingeniería y de la aplicación de modelos neomanageriales en el sector privado, y de la aplicación del nuevo management público en el caso del Estado, las grandes empresas y organizaciones experimentaron profundos cambios en sus patrones tecnológicos, sus modalidades de empleo, sus procesos de trabajo, sus modalidades organizativas, sus estrategias productivas y de gestión de la fuerza de trabajo, así como en sus discursos y culturas organizacionales (Ramos, 2009; Stecher, 2014; Soto, 2009 y 2012).

			La precariedad del empleo y de las experiencias de trabajo

			Un rasgo central de dicho proceso de modernización empresarial, flexibilización laboral y transformación productiva de los espacios laborales de los trabajadores asalariados fue el apuntalamiento de un mecanismo de dominación social basado en la precarización del empleo y la precarización de las experiencias de trabajo, que no pudo sino implicar una precarización de la vida (Deranty, 2011). Parte de la fuerza y la transversalidad de las experiencias de sufrimiento social, indignidad e indignación a la base de las movilizaciones de octubre de 2019 pueden remitirse a esas experiencias de precarización laboral, en un contexto país de continuo crecimiento económico, alta rentabilidad de las empresas, fortalecimiento del patrimonio y el poder económico de los principales grupos empresariales, y mantención e incremento de las lógicas de segregación socio-territorial propias de la matriz neoliberal. Dicha tensión es vivida con una particular fuerza y se amplifica en sus dimensiones experienciales y en sus implicancias políticas, dada la creciente expansión en las subjetividades contemporáneas de una fuerte demanda por la democratización de las relaciones sociales, una expansión del lenguaje de derechos y de la dignidad personal, y un fortalecimiento del individuo como actor que exige activamente a la sociedad los soportes para configurar, individual y colectivamente, sus proyectos de vida (Araujo y Martuccelli, 2012; Domingues, 2009). 

			Es importante recordar, como ha sido ampliamente consignado por las ciencias sociales, que dicha tendencia a la precarización laboral en el marco del modelo de desarrollo capitalista flexible-neoliberal es una tendencia mundial presente en distintos países desde la década de 1980 (Castel, 1997; Dorre, 2009; Standing, 2013). No se trata de una anomalía del sistema, de un resabio anacrónico o de un aspecto que busca ser superado, sino que constituye un elemento estructurante de la específica lógica de acumulación del capitalismo flexible, presente no en la periferia sino en el corazón de los sectores formales y modernos de las distintas economías nacionales. Como ha señalado Dorre (2009) el actual capitalismo flexible, global y financiero, ha logrado incrementar sus tasas de ganancia, estabilizar la rentabilidad ofrecida a los accionistas y adaptarse a los vaivenes de los mercados globales a partir de un fuerte ajuste de los costos del factor trabajo con base en el uso de diversas estrategias de flexibilización, las que rompieron con el pacto social fordista y se han naturalizado y asumido como indispensables en las legislaciones laborales y en los discursos políticos dominantes (Castel, 2011). La masiva expansión de formas de empleo atípicas y precarias en el sector formal de la economía —empleos inestables sin continuidad temporal; empleos inseguros sin acceso a derechos y protecciones sociales; empleos des-empoderados con limitaciones a la organización y negociación colectiva; empleos exiguos que no garantizan un ingreso suficiente ni posibilidades de capacitación— hicieron estallar la promesa y el ideal desarrollista de la modernidad industrial de que el crecimiento económico implicaría necesariamente la expansión de empleos de calidad, garantes de derechos, protecciones e inclusión social (Wagner, 1997). Por cierto, estas formas de inserción laboral inestables, inseguras, fragilizadas, insuficientes y desprotegidas existieron siempre en los contextos de modernización capitalista, y con particular fuerza en zonas periféricas o semiperiféricas del sistema-mundo capitalista, como América Latina. Lo novedoso en el contexto contemporáneo es el modo en que dichas dinámicas de precarización del empleo no se asocian ya a un sector marginal de la economía, o a un espacio, más o menos amplio y claramente delimitado, de economía informal y autoempleo de baja calificación —formas históricas de precarización y exclusión que siguen, por supuesto, existiendo— sino que se instalan, como en el caso de Chile, en el colectivo de trabajadores asalariados del sector formal y moderno de la economía, del sector privado y del aparato público. Se da, por tanto, la paradoja de un fuerte crecimiento económico y una histórica ampliación del trabajo asalariado (en torno al 70% de los ocupados en Chile), en especial en el sector servicios, sin que ello signifique necesariamente una ampliación proporcional de empleos seguros, decentes y protegidos (OIT, 2018; Ramos, Senhbruch y Weller, 2015).

			A esta precarización del empleo es posible añadir los procesos de precarización de la experiencia de trabajo, que no remiten directamente al tipo o duración del contrato de trabajo (empleo) o a las relaciones laborales, sino a los nuevos modelos y estrategias de gestión neomanagerial que han impactado fuertemente a nivel de los procesos y la actividad de trabajar. A través de distintas estrategias, los modelos de gestión flexible —afincados en el potencial de las nuevas tecnologías de información y comunicación, y orientados al incremento de la productividad— han reconfigurado la actividad de trabajar y dado lugar a la cristalización de experiencias de trabajo caracterizadas por: altas demandas y una fuerte intensificación de la carga de trabajo; una mayor flexibilización de las jornadas laborales; una indiferenciación de los tiempos y espacios de trabajo y no trabajo; una creciente exposición a sistemas de evaluación individualizados; una fuerte orientación al cumplimiento de metas e indicadores que crecen año a año; un cambio constante de jefaturas y una alta rotación de compañeros de trabajo; un debilitamiento de colectivos de trabajo y lógicas cooperativas que brindan soporte y reconocimiento entre pares; una gran responsabilización individual del trabajador por los logros o fracasos alcanzados; altas exigencias de ajuste a parámetros de calidad y desempeño impuestos desde el management y sin consideración de los puntos de vista de los trabajadores; un creciente peso de instrumentos y protocolos estandarizados de gestión que limitan o regulan fuertemente la autonomía del trabajador/a; un debilitamiento del reconocimiento y legitimidad de las identidades ocupacionales; un predominio de valores neo-manageriales de eficacia, rentabilidad y competitividad, que debilitan y entran en tensión con otros marcos morales y referentes de sentido del trabajo; una alta exigencia de identificación con la empresa e implicación subjetiva del trabajador; fuertes demandas de trabajo emocional y cognitivo; lógicas de competencia entre unidades de una misma organización; fuerte influjo de lógicas transaccionales e instrumentales bajo la figura de la prestación de servicios a clientes internos y externos; permanentes demandas de (auto)capacitación y activación a los trabajadores, entre otros (Aubert y De Gaulecac, 1993; Dejours, Deranty, Renault y Smith, 2018; Durand, 2011; Sennett, 2006). 

			Como lo ha mostrado la investigación empírica para el caso de Chile, estos nuevos modelos flexibles de gestión y los procesos de neo-managerialización de la organización del trabajo han tenido un fuerte impacto en las experiencias laborales del sector privado y público, especialmente para el caso de medianas y grandes empresas, que concentran cerca del 50% de los ocupados del mercado laboral (Sisto, 2019, 2018, 2017; Soto, 2008; Stecher y Godoy, 2014). Los datos de los estudios cuantitativos y cualitativos han mostrado, a nivel nacional e internacional, el impacto de estos mecanismos de gestión que —potenciados con las condiciones precarias de empleo— han tenido graves consecuencias en términos de salud física y mental, violencia, acoso, sociabilidad y sufrimiento ético en el trabajo (Benach, Vives, Amable, Vanroelen Tarafa y Muntaner, 2014; Bernardo y Sato, 2010; Dejours, 2015).

			En síntesis, es posible plantear que bajo el modelo neoliberal —y en paralelo a las altas tasas de crecimiento económico, asalarización de la fuerza de trabajo, superación de la pobreza, ampliación del consumo, expansión del acceso a la educación superior— se instituyó en Chile una modalidad de experiencia laboral fuertemente marcada por la precariedad del empleo y de la experiencia de trabajo, la que supone una combinación explosiva, para los individuos y la vida social, de insuficientes protecciones, bajos salarios, bajo poder de negociación, fragilización de los vínculos y una implacable exigencia de cumplimiento de metas e indicadores. Esta posición de precarización laboral, anclada estructuralmente y experimentada subjetivamente, adquiere ribetes particularmente dramáticos en el caso chileno dado el proceso de privatización, mercantilización e individualización en el acceso a derechos sociales básicos de salud, educación y previsión social, los cuales en su acceso y calidad están muy determinados y segregados según el nivel socio-económico de los individuos (Ruiz y Boccardo, 2012). Ese contexto de precarización laboral y de acceso limitado e inequitativo a derechos sociales básicos se une a otros antecedentes como el crecimiento sostenido del país, la existencia de una élite económica que concentra creciente riqueza y poder, la presencia de una clase política fuertemente desconectada de la vida cotidiana y las demandas sociales, y el surgimiento de nuevas subjetividades colectivas, orientadas por demandas de dignidad personal, democratización de las relaciones sociales y aspiración a la construcción de proyectos de vida significativos. Todo ello está a la base del largo ciclo de malestar y protesta laboral y social que cubre el arco 2006-2019 en Chile, y que permite comprender el lugar clave del trabajo en el Chile neoliberal como mecanismo de dominación social, como espacio de experiencias de malestar e injusticia, y como ámbito de politización y luchas colectivas por la redistribución económica y el reconocimiento social.

			Antes de presentar algunos datos que permiten fundamentar e ilustrar las dinámicas de precarización laboral que acabamos de consignar, permítasenos hacer las siguientes precisiones: (i) Las tendencias de precarización del empleo y de la experiencia de trabajo en Chile que hemos descrito son, por supuesto, profundamente heterogéneas según los sectores productivos, el tamaño de las empresas, los grupos y categoría ocupacional, y según el género y la generación. Dicho en otros términos, las dinámicas de precarización laboral deben siempre analizarse considerando las diferencias entre los grupos socioeconómicos, así como en su articulación con otros ejes de dominación y estructuración de la vida social como el género, las generaciones, la etnia, algo que excede los alcances de este capítulo. Así, por ejemplo, como ha sido ampliamente documentado, las tasas de desempleo y empleo precario son mayores para el caso de mujeres y jóvenes, y la implementación de nuevos modelos de gestión flexible se han concentrado en grandes empresas del sector privado (OIT, 2018; Ramos, 2009). (ii) Las tendencias estructurales y las experiencias subjetivas de precarización son un eje crucial para comprender los mundos del trabajo en el Chile actual, pero estos son solo un aspecto de esa esfera social donde también es posible encontrar diversas formas locales de producción de sentido, de sociabilidad, de asociatividad, de resistencia y de construcción identitaria que movilizan otros referentes y van más allá de las dinámicas de precarización; y donde los individuos en términos generales expresan una alta valoración de lo que sus espacios del trabajo —incluso en condiciones de alta inseguridad y exigencia— les ofrecen a nivel material, simbólico y relacional (Fardella, Sisto, Morales, Rivera y Soto, 2016; Stecher, 2012). (iii) La descripción de los procesos de precarización laboral como un rasgo inherente de la modernización neoliberal en Chile, no desconoce las históricas formas de trabajo precario que han existido siempre a lo largo de las distintas fases de modernización capitalista del país, ni presupone un momento previo ideal bajo la matriz nacional-popular-desarrollista donde la gran mayoría de los ocupados —como aconteció en el caso de ciertos países noratlánticos— habría accedido a empleos estables y protegidos. Como ha sido consignado por la historiografía, si bien dicha matriz de modernización ofreció amplios espacios de integración, participación y protección social a empleados públicos y obreros calificados de la industria nacional, no logró en su desarrollo la integración y protección de grandes segmentos de fuerza de trabajo rural y urbana informal, los que se mantuvieron bajo condiciones de pobreza y alta precariedad (Salazar y Pinto, 2002; Ruiz y Boccardo, 2012). (iv) El análisis de las dinámicas y experiencias de modernización neoliberal y precarización laboral no implica desconocer otro conjunto de transformaciones societales o giros modernizadores experimentadas por la sociedad chilena en las últimas décadas, desde el retorno a la democracia. Dinámicas de modernización cultural, avances en la igualdad de género y en el reconocimiento a la diversidad sexual, crecimiento económico y logros significativos en la reducción de la pobreza, expansión del acceso a bienes materiales, ampliación de la matrícula en la educación terciaria, masificación del acceso a nuevas tecnologías, incremento sustantivo del gasto público, mejoras de infraestructura, democratización de las relaciones sociales, desarrollo de la investigación científica, entre otros, son parte también de los procesos de cambio ocurridos en las últimas décadas de acelerada modernización en Chile. Durante ese periodo los giros hegemónicos de modernización neoliberal desde las élites económicas se acompañaron de otros giros modernizadores de corte democratizante, impulsados desde distintos actores políticos y movimientos sociales, generando un proceso histórico y una trama societal de “neoliberalismo corregido y progresismo limitado” (Garretón, 2015) que se caracterizó por distintas tensiones y ambivalencias (Domingues, 2009).

			Algunas evidencias de la precarización laboral en Chile

			A partir de los reportes de la Fundación Sol (2011 y 2018), del Informe Desiguales del PUND (2017) y de otras fuentes empíricas, presentamos un conjunto de datos que expresan distintos aspectos y consecuencias de la precarización laboral en Chile bajo la matriz neoliberal de desarrollo.

			Respecto a los salarios, y siguiendo un informe reciente de la Fundación Sol (2018), un primer dato a destacar alude al hecho de que en Chile —un país con un PIB per cápita de 25.000 dólares— el 50% de los trabajadores gana menos de 380.000 pesos líquidos y el 70% gana menos de 550.000 pesos líquidos. Si se considera que la línea de la pobreza para una familia de cuatro personas está en torno a los 420.000 pesos, se constata que el 50% de los asalariados del sector privado que trabajan jornada completa (quienes teóricamente representarían el segmento estable y formal de la economía) no podrían ofrecer a su grupo familiar un nivel de vida por encima de la línea de la pobreza (Fundación Sol, 2018). Incluso para el caso de los trabajadores de grandes empresas, se observa que el 50% gana menos de 462.000 pesos líquidos, lo que implica que un porcentaje importante de los trabajadores insertos en las empresas más modernas y productivas del país no alcanzan un sueldo que les permita superar la línea de la pobreza. Estos datos son consistentes con los datos del Informe Desiguales del PNUD (2017), que con datos de 2015 afirmaba que el 50% de los asalariados con jornadas de 30 y más horas semanales recibía un salario bajo, esto es por debajo de la línea de la pobreza para un hogar tamaño promedio. La probabilidad de recibir un salario bajo es mayor en las mujeres, los jóvenes y los trabajadores con educación media incompleta (PNUD, 2017). Que la tasa de la pobreza en Chile esté en torno al 10% se explica porque en la mayoría de hogares trabaja más de una persona y porque se incluye en las estadísticas la renta imputada para los casos de vivienda propia. Adicionalmente, y comparado con los países de la OECD, Chile se sitúa en los últimos lugares en términos de porcentaje del salario mediano (67%) respecto del salario promedio (PNUD, 2017).

			Respecto a la desigualdad salarial, si bien Chile —al igual que toda América Latina— redujo sus brechas de ingreso desde el año 2000 hasta 2015 —fundamentalmente debido a la disminución de la brecha de salario entre trabajadores de mayor y menor calificación y a las transferencias públicas desde el Estado a los grupos vulnerables— esta sigue siendo una de las más altas entre los países de la OECD, y se sitúa en un rango medio-alto en el conjunto de los países de la región (GINI 47,6) (INE, 2017; PNUD, 2017). Por otra parte, y dada la alta desigualdad de ingreso entre los distintos deciles, si bien los ingresos de los deciles más pobres han tendido a crecer en un porcentaje más alto que los de los más acomodados, en términos netos el incremento de la renta de los deciles más altos ha sido mayor (PNUD, 2017). Así, el ingreso medio del décimo decil por la ocupación principal es casi 45 veces (1.900.000 pesos) más que el primer decil (42.500 pesos), donde cerca del 60% de los trabajadores corresponde a trabajadores por cuenta propia (INE, 2017). Esa alta concentración de la riqueza en un porcentaje menor de la población queda bien graficada en el hecho de que el 1% más rico de la población capta el 33% del ingreso que genera la economía nacional, cifra que en otros países alcanza el 20% (EE.UU.) o el 9% (España), por poner algunas referencias (PNUD, 2017; Fundación Sol, 2018). Esta alta concentración da cuenta de un rasgo medular de la matriz de modernización neoliberal basado en un patrón orientado a una distribución fuertemente desigual de los incrementos de la productividad y las ganancias entre el capital y el trabajo, lo que explica la configuración de una sociedad con una gran tasa de crecimiento económico pero que no avanza significativamente en reducir la desigualdad y en garantizar un umbral digno de protecciones y derechos sociales para toda la población (Agacino, 1994; Durand, 2011).

			Otros datos importantes de precarización del empleo y de la inserción laboral entregados por la Fundación Sol (2018) dicen relación con la existencia de 672.274 trabajadores subempleados (trabajadores con menos de 30 horas, pero que desearían trabajar más y están disponibles para hacerlo) que representan alrededor de un 8% de los ocupados. También se reporta una cifra de cerca de 945.000 asalariados falsos (cerca de un 12% de los ocupados) que dependen de un empleador, pero no cuentan con contrato de trabajo escrito, por lo que no pueden acceder a protecciones sociales ni a derechos de negociación colectiva. Asimismo, se consigna la presencia de 912.000 trabajadores externalizados (cuyo empleador es una empresa subcontratista, suministradora o enganchadora) que están bajo relaciones triangulares y que representan cerca del 11% de los ocupados y el 16% de los asalariados, presentando niveles salariales promedios menores a aquellos trabajadores directamente contratados. Como tendencia de variación de empleo en los últimos 8 años, la Fundación Sol (2018) señala que el 61,5% de la variación de empleo corresponde a empleos con altas probabilidades de ser de mala calidad: 33% de trabajadores por cuenta propia y 27,5% de asalariados externos, y solo el 36% de asalariados directamente. A su vez, del total de ocupados a 2018 (8.382.228) —distribuidos en 57,8% asalariados privados; 21,8% cuenta propia; 11,7% asalariados públicos; 4,2% empleador; 3,3% servicio doméstico y 1,2% familiar no remunerado— el 40% no está protegido por ninguna norma laboral (código del trabajo o estatuto administrativo), lo que implica ausencia de protecciones legales y de derechos colectivos del trabajo. Respecto al índice de empleo protegido —porcentaje de asalariados que cuentan con contrato laboral indefinido, con cotizaciones y cumplimiento de todas las reglamentaciones— este alcanza a 3.483.394 personas, que representan un 57,1% de los asalariados y solo un 41% del total de ocupados.

			En términos de precarización a nivel de relaciones laborales, y en el marco de los pilares ya señalados del plan laboral de la dictadura, es posible señalar que al año 2014 solo el 9% de las empresas de 10 o más trabajadores contaba con sindicatos activos; cifras que llegan al 66% para el caso de las grandes empresas (de más de 200 trabajadores). Los trabajadores sindicalizados llegan a cerca de 1.050.000 personas, que representan en torno a un 20% de los asalariados del sector privado y cerca de un 12% del total de los ocupados, lo que supone un crecimiento de casi el 5% respecto a las cifras de 2010. Si bien Chile presenta, de este modo, un porcentaje que lo ubica en la mitad de la tabla de los países de la OECD en términos de cobertura sindical, tiene un indicador muy bajo en el porcentaje de trabajadores cubiertos por acuerdos de negociación colectiva, lo cual se explica porque en Chile el nivel de negociación es por empresa13 y no por ramas industriales o acuerdos nacionales (PNUD, 2017). Según datos de 2013-2014, solo menos del 10% de los asalariados fija sus condiciones de empleo en el marco de acuerdos de negociación colectiva, cifra que en países como Uruguay alcanza el 90% y, en el promedio de países de la OECD, el 54% (PNUD, 2017; Fundación Sol, 2015). La evidencia empírica indica que existe una correlación entre trabajadores sindicalizados que negocian colectivamente y disminución de la desigualdad en una sociedad, por lo que este bajo porcentaje explicaría en parte la alta desigualdad en la redistribución de la riqueza producida que se observa en Chile. En Chile, además de las bajas tasas de cobertura de la negociación colectiva, se observa que estas en general logran muy bajos niveles de reajuste salarial (en torno al 1%), lo que puede vincularse a lo reglado y limitado del derecho a huelga en las legislaciones laborales que al respecto ha tenido Chile en las últimas décadas (Fundación Sol, 2015).

			Respecto a las trayectorias laborales, los datos analizados por el PNUD (2017) indican que, en el caso de los trabajadores formales, el tiempo promedio de duración en un empleo es de 12 meses, y que el número de empleadores en ese periodo alcanza los 7,5. Si bien existen diferencias importantes entre la duración media según el nivel de ingreso, llama la atención el promedio indicado, que da cuenta de una alta volatilidad y movilidad en el mercado laboral. Otros indicadores indican porcentajes de rotación laboral de en torno al 26% (personas que cambiaron de empleo el último semestre) (El Economista, 2019), los cuales son mayores en los trabajadores jóvenes. Otros datos indican que en Chile cerca del 30% de los contratos anuales son de carácter temporal (plazo fijo, por obra o faena) —el porcentaje más alto de la OECD—, que sobre el 50% de las empresas tienen personal con contratos temporales, y que para el caso de los contratos indefinidos el 50% de los casos tiene tres o menos años en la empresa (Dirección del Trabajo, 2014; OECD, 2017; Ramos, 2009). Por otro lado, estudios cualitativos han dado cuenta de trayectorias laborales, especialmente en los sectores populares, muy marcadas por el pluriempleo o pluriactividad, que suponen el ejercicio de distintos oficios al mismo tiempo o a lo largo de la trayectoria laboral, lógicas de movilidad “inerciales” basadas en el aprovechamiento de situaciones contingentes, y el cambio entre distintos empleos precarios, más que en el desarrollo de carreras estables y ascendentes. Para el caso de las mujeres, se observan mecanismos de ingreso y salida del mercado laboral marcados por los ciclos de tareas domésticas y de cuidado (Araujo y Martuccelli, 2012; Martinic y Stecher, 2019; PNUD, 2017). Todo lo anterior da cuenta de un mercado laboral con un segmento importante de trabajadores que tienen trayectorias laborales muy inestables y con pocas oportunidades de desarrollo, aprendizaje y construcción de vínculos en una organización.

			Este contexto de empleos y trayectorias inestables y precarias, con bajos salarios y baja capacidad de negociación, con situaciones laborales que no dan lugar a pago de cotizaciones, tiene dos correlatos: en el plano del endeudamiento y en el plano de las pensiones, que acrecientan las experiencias de precarización y sufrimiento social. Respecto a lo primero, se observa un alto nivel de endeudamiento, dados los bajos salarios, la mercantilización de los servicios sociales básicos y la amplia oferta de acceso a créditos a los sectores medios y populares por parte de casas comerciales. Resulta normal que las personas paguen en el supermercado, el pan y las verduras, en 10 cuotas mensuales o más, y los datos indican que 11.3 millones de personas (el 80% de los mayores de 18 años) están endeudadas y 4.6 millones morosas (Fundación Sol, 2018). En efecto, los salarios no alcanzan para el costo de la vida y, por ello, el trabajo sin fin, con actividades paralelas y horas extras (los trabajadores chilenos trabajan 200 horas más al año que el promedio de la OECD, y el 21% declara trabajar más de 45 horas a la semana), y la deuda, son la única manera de llegar a fin de mes para un porcentaje importante de la población (Gobierno de Chile, 2011; OECD, 2017). A nivel de endeudamiento, más del 70% de los hogares tiene gastos mayores a sus ingresos, y si al año 2003 la deuda total equivalía al 38% de los ingresos anuales del hogar, en el año 2018 esta cifra alcanza el 71,5% (Fundación Sol, 2018). Respecto a las pensiones, los trabajadores deben lidiar no solo con la precariedad del presente laboral, sino con la ansiedad futura de pensiones aún más bajas que los bajos salarios que reciben, y conociendo los altos costos de los medicamentos y los cuidados de salud para los adultos mayores. Producto de salarios bajos, empleos sin cotizaciones y trayectorias inestables que conducen a un bajo ahorro previsional, y debido a un sistema privatizado de previsión que no opera con una lógica de seguro social sino de rentabilización de un negocio, y que tiene escasos componentes solidarios y redistributivos, los trabajadores precarizados proyectan un futuro de pobreza y desamparo que acrecienta su impotencia e insatisfacción. Como es sabido, las AFP (Administradoras de Fondos de Pensiones), creadas en 1980 con la ley de reforma al sistema previsional de la dictadura, no solo no han logrado otorgar pensiones dignas a los trabajadores, sino que a partir de los cobros de comisiones —garantizados por ley— han obtenido importantes utilidades. Para los primeros tres meses de este 2019, sus utilidades fueron de 196 millones de dólares, lo que implica un aumento de un 100% en relación al mismo periodo del año anterior (El Dínamo, 2019). Esta alza sistemática de las ganancias se contrapone a las cifras de las pensiones: más de la mitad de las pensiones otorgadas por las AFP en febrero de 2019 para trabajadores con más de 20 años de cotizaciones ininterrumpidas fue de $243.603 (US$ 300 aprox.), en un país en el cual el costo de la vida es alto (Fundación Sol, 2019). Si consideramos que la Línea de la Pobreza para una familia compuesta por dos personas se sitúa en $268.692 (Ministerio de Desarrollo Social, 2018), podemos apreciar que más de la mitad de las personas que han tenido cotizaciones ininterrumpidas por más de 20 años, tienen pensiones de pobreza, aun cuando pertenezcan al segmento población con mayor estabilidad y seguridad laboral reflejada en sus cotizaciones interrumpidas. Si se considera el total de la población, la situación es incluso más dramática: el 50% de las 125 mil personas que jubilaron en 2018 obtuvieron una pensión autofinanciada inferior a $48.000 (es decir US$ 67), según datos de Fundación Sol. Sobre esto el Estado genera una transferencia para alcanzar la pensión mínima ($122.000) que se paga a través de la misma AFP. Estos datos son relevantes para comprender que hoy, en Chile, la tasa más alta de suicidios se da precisamente entre los mayores de 80 años: la precariedad y la vergüenza de haber trabajado toda una vida y no poder sustentarse puede ser uno de los factores detrás de este drama de los adultos mayores (Publimetro, 2019). 

			Respecto a la precarización a nivel de las experiencias de trabajo y sus implicancias a nivel del bienestar de los trabajadores, es posible consignar lo siguiente. Por un lado, un segmento importante de las medianas y grandes empresas en Chile ha implementado diversas medidas de flexibilización externa, buscando reducción de costos laborales y mayor productividad —flexibilidad a nivel de formas contractuales (tipos y duración de los contratos) y descentralización productiva vía externalización—, las que se expresan en la ya mencionada presencia en el mercado laboral chileno de formas de empleo atípicas y precarias, incluyendo los trabajadores externalizados (Ramos, 2009; Soto, 2008; Stecher, 2014). Asimismo, las empresas han desplegado diversas innovaciones organizativas y estrategias de flexibilización interna orientadas a una gestión más eficiente de los tiempos, de los sistemas de remuneración y de la organización del proceso de trabajo (jornadas laborales flexibles, sistemas de pago variable según productividad e introducción de distintas innovaciones posfordistas a nivel del proceso de trabajo). Los datos indican que en torno al 16% de los trabajadores de las empresas tienen jornadas parciales; que en torno al 80% de las grandes empresas hace uso de jornadas variables y horas extras, las que en promedio alcanzan a las 20 horas mensuales por trabajador; que cerca del 50% opera con turnos dominicales y que sobre el 60% organiza la fuerza de trabajo en base a sistemas de turnos que muchas veces incluyen turnos nocturnos (Dirección del Trabajo, 2014; OECD, 2017). En términos de flexibilidad del proceso de trabajo se observa que para el año 2009 cerca del 50% de las empresas habían implementado círculos de calidad y equipos de trabajo, y que en sobre el 70% se había implementado algún tipo de estrategia de polifuncionalidad. Por otro lado, el 80% de las grandes empresas utiliza sistemas de remuneración variable, con un 65% del total utilizando sistemas de incentivos por aumento de la productividad, en su gran mayoría de carácter individual (Dirección del Trabajo, 2009, 2014; Ramos, 2009). Además de lo anterior, se observan en las grandes empresas cambios organizativos tales como: trabajo en base a proyectos (62% de las grandes empresas); reducción de niveles jerárquicos (57%); creación de unidades de negocio autónomas dentro de la empresa (65%); desarrollo de interconexiones laterales dentro de departamentos de la empresa (66%); descentralización de la toma de decisiones (46,7%); planificación estratégica (80%), entre otros (Ramos, 2009). Un rasgo transversal de los procesos de implementación de este conjunto de innovaciones neo-manageriales dentro de las grandes empresas en Chile es la escasa participación de los trabajadores y la toma de decisiones unilaterales por parte de las gerencias (Ramos, 2009). 

			Este conjunto de procesos de reorganización flexible de la gestión empresarial y del proceso de trabajo —que implica intensificación del trabajo, crecientes metas de desempeño, nuevas demandas subjetivas y responsabilización individual— sumado al escenario de precarización del empleo arriba descrita, se han asociado a impactos negativos en la salud mental y bienestar de los trabajadores. Se constata que entre 2013 y 2018 las licencias médicas por enfermedades mentales se incrementaron en un 53%, y que estas ocupan desde el año 2008 el primer lugar en las causas de licencia médica, dando cuenta del 27% de los días totales de licencia concedidos y de un 30% del total de gasto de las licencias. Como señalan Jiménez y Dahuahue (2012):

			El desgaste emocional y el agotamiento físico asociados a la carga laboral (burnout), así como el estrés, la ansiedad y la depresión son algunos de los problemas más frecuentes asociados a este aumento de licencias (…) La contrapartida inevitable de [un] marco normativo organizado en torno a la productividad sería una mezcla de fatiga crónica y depresión, malestares propios de una sociedad que sufre por exceso de trabajo. En este contexto, diversos estudios concluyen que largas jornadas laborales tienen efectos adversos sobre la salud, principalmente en la salud mental de las mujeres (s/n).

			Los mismos autores, a través de un estudio longitudinal con encuesta tipo panel, señalan que la evidencia muestra una mayor presencia de síntomas depresivos severos en personas que trabajan jornadas extensas (un 6,2% de los hombres y un 12,1% de las mujeres) y en personas sin contrato de trabajo, respecto a aquellos que sí cuentan con él. La Encuesta nacional ENETS (Gobierno de Chile, 2011) reportó que el 30% de los trabajadores indican haber tenido sensaciones de profundo cansancio, un 21% dio cuenta de sentimientos de tristeza o depresión por más de dos semanas en los últimos 12 meses y que —exhibiendo las dificultades de conciliación vida-trabajo— cerca de un 50% de las mujeres señala tener que dejar el trabajo para ir a resolver un problema en casa. El trabajo es también uno de los espacios sociales donde los individuos experimentan y reportan formas de maltrato por parte de jefaturas, colegas, clientes y usuarios, así como afrentas a su dignidad y falta de reconocimiento a su esfuerzo (PNUD, 2017; Stecher, 2012). A su vez, diversos estudios de caso de corte cuantitativo y cualitativo en Chile han dado cuenta de un alto consumo de psicotrópicos vinculados a las demandas laborales, altas demandas psicológicas y elevado distres, baja cooperación y soporte social, sufrimiento ético por demandas neo-manageriales contrarias a valores de oficio, entre otras expresiones e indicadores de malestar subjetivo (Ansoleaga, 2015; Fardella y Sisto, 2015; Stecher, 2012). Se ha dado cuenta también de cómo trabajadores en situaciones de contratos precarios tienen más riesgo de presentar estrés crónico, síntomas depresivos, malestar psicológico, ser víctimas de situaciones de acoso laboral, estar más expuestos a lesiones, e inhibirse de hacer uso de derechos laborales como el descanso en situaciones de enfermedad (Ansoleaga, Díaz y Mauro, 2016; Vives, Valdebenito y Baeza, 2019).

			Este conjunto de datos, en ningún caso exhaustivos ni sistemáticos, dan cuenta de las implicancias de la precarización laboral a nivel no solo de la seguridad económica y las protecciones sociales, sino también de la salud mental, el bienestar psicológico y la calidad de las experiencias cotidianas de los individuos. 

			A modo de conclusión de este apartado, es posible señalar que las formas descritas de precarización del empleo y de las experiencias de trabajo, sumadas a la privatización de derechos sociales, a la construcción de un espacio urbano altamente segregado que supone largas horas de desplazamiento cada día a los centros laborales, junto a la percepción de la ciudadanía de una élite económica enriquecida y de una clase política desconectada de la vida cotidiana y los problemas sociales, constituyen una clave de lectura para comprender las experiencias transversalmente compartidas de malestar, injusticia y escaso poder de muchos de los trabajadores/as en el Chile actual. Experiencias acumuladas por largos años y que se expresaron en el estallido social de octubre, y que permiten entender la fuerza y legitimidad de la demanda por una vida digna y decente para todos/as.
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